Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 14:31). 


—La Comisión especial con fines legislativos a partir de los llamados papeles de Panamá y 
jurisdicciones similares, para la prevención del fraude financiero, la defraudación y elusión fiscal, el 
lavado de activos y la transparencia global, tiene muchísimo gusto en recibir al contador Daniel 
Espinosa Teibo, titular de la Secretaría Nacional para la Lucha contra el Lavado de Activos y el 
Financiamiento del Terrorismo, al contador Danubio Cruz y a la doctora Lorena Falabella. 


Antes de empezar consideramos oportuno recordar a Carlos Díaz, quien fuera secretario 
nacional y con quien habíamos pactado un encuentro para el 8 de marzo; sin embargo, en los días 
previos recibimos la infausta noticia de la desaparición física de este gran hombre de Gobierno. Fue así 
que esa secretaría quedó sin su titular y tuvimos que ver si esperábamos para recibir a sus 
representantes o dábamos audiencia a todos los que así ya lo habían solicitado. A pesar de la 
importancia de la presencia de la secretaría a los efectos de la presentación de este asunto, resolvimos 
invertir el orden a los efectos de progresar y recibimos a la Asociación de Escribanos del Uruguay, al 
Colegio de Contadores y al Colegio de Abogados del Uruguay. Con todos esos antecedentes, hoy 
recibimos a esta secretaría nacional a efectos de que amplíe la información sobre este articulado y de 
escuchar —si así lo quieren— algunos otros aspectos del trámite del tema que nos convoca. 


SEÑOR ESPINOSA.- Gracias por la invitación y por el recuerdo del señor Carlos Díaz. Los tres que 
estamos acá vivimos todo el proceso de elaboración del proyecto de ley con Carlos; él fue el impulsor, 
el alma mater, el líder de esta iniciativa, y cuando llegó el momento de defenderlo, nos quedamos sin 
él. El espíritu de la nueva integración de esta secretaría es continuar con los planes de trabajo que 
teníamos, es decir, impulsar las políticas de cambio y, sobre todo, interactuar con los sujetos obligados 
y tratar de que las normas tengan un cierto respaldo o, por lo menos, participación, para facilitar su 
cumplimiento. 


Para empezar a hablar del proyecto de ley quisiera resumir parte de la exposición de 
motivos, referirme a por qué se redactó y qué motivó esta iniciativa. 


En primer lugar, como saben los señores senadores, la normativa se inició en base a un delito 
asociado a las drogas. A partir de allí se fueron agregando 32 delitos como precedentes del lavado. Por 
lo tanto, la norma ya no tenía mucho sentido: era confusa y los delitos estaban dispersos. Entonces, 
eran necesarios una compilación y un ordenamiento de toda la normativa antilavado, además de 
actualizarla a los nuevos estándares de prevención de lavado de activos y financiamiento de terrorismo 
que hay en el mundo. 


Nuestro objetivo es combatir el crimen organizado y el financiamiento del terrorismo. Los 
estándares internacionales periódicamente van actualizando las medidas, las herramientas que los 
países aplican para combatir esos delitos. Para que el sistema sea robusto los países tienen que ir 
actualizando sus normas y nuestra idea es que nuestra normativa se actualice. 


Un segundo objetivo —que a continuación comentaremos— es que acá hay todo un sistema 
internacional del que Uruguay forma parte, el sistema GAFI, que emite estándares y realiza 
evaluaciones. En la medida en que el país no se adecue a esos estándares, puede tener 
consecuencias económicas. Por tanto, el objetivo es compilar, actualizar y robustecer el sistema de 
combate al lavado de activos y financiamiento del terrorismo siguiendo los estándares internacionales 
de acuerdo con nuestro derecho. A esos efectos, la secretaría, liderada por Carlos Díaz, creó un grupo 
de trabajo en el que participaron el Poder Ejecutivo, el Poder Legislativo, el Poder Judicial, la Fiscalía y 
el Banco Central. 


A continuación me gustaría leer rápidamente una lista de los participantes. El grupo de trabajo 
estaba conformado por el prosecretario de la Presidencia, Juan Andrés Roballo, representado por su 
asesor letrado; el anterior secretario nacional de la Secretaría Nacional para la Lucha contra el Lavado 


de Activos y el Financiamiento del Terrorismo, licenciado Carlos Díaz y sus asesores a esa fecha, el 
contador Daniel Espinosa, Lorena Falabella, María Laura Lucchi, la doctora María Inés Da Rosa y el 
licenciado Andrés Niemann; el contador Gil Iribarne como asesor de la Presidencia en ese momento — 
ahora es el presidente de la Junta de Transparencia y Ética Pública—; el subsecretario del Interior, 
licenciado Jorge Vázquez y sus asesores, doctora Vanesa Reyes y licenciado Pablo Martínez; el 
coordinador de los Servicios de Inteligencia del Estado, general Washington Martínez y sus 
representantes, coronel Juan Chiale, coronel Jesús Rodríguez y Héctor Rodríguez; el fiscal de corte y 
procurador general de la nación, doctor Jorge Díaz; el fiscal letrado especializado en crimen 
organizado, doctor Carlos Negro; la fiscal letrado nacional, doctora Mónica Ferrero y la fiscal letrado 
adjunta, doctora Adriana Di Giovanni. En representación de la Suprema Corte de Justicia trabajó el 
ministro del Tribunal de Apelaciones en lo Penal de 1er. turno, doctor Alberto Reyes y el anterior juez 
letrado especializado en crimen organizado de ter. turno, doctor Néstor Valetti. También participó el 
gerente de la Unidad de Información y Análisis Financiero del BCU, contador Néstor López y su 
representante, el contador Fernando Fuentes; en representación del subsecretario de Defensa 
Nacional, la doctora Silvia Usher; en representación del subsecretario de Economía y Finanzas, el 
doctor Ricardo Pérez y la doctora Natalia Acosta; en representación del director general para asuntos 
políticos del Ministerio de Relaciones Exteriores, la consejera Carolina Villarrubia y el secretario del 
servicio exterior Alfonso Rossi. 


Ahora pasamos al Parlamento. Por la Comisión Especial con Fines Legislativos vinculados al 
Lavado de Activos y Crimen Organizado el diputado contador Alfredo Asti y su asesor, contador Juan 
Possamai; la diputada escribana Graciela Bianchi; el diputado Pablo González y su asesor Marcelo 
Telechea; en representación del diputado Germán Cardoso participó el doctor Fernando González; el 
diputado Sebastián Silvera, suplente del diputado Germán Cardoso; en representación del diputado 
Gonzalo Mujica participó el contador Javier Forte; el diputado licenciado Roberto Chiazzaro y su asesor 
Sergio Araújo y el director de asuntos constitucionales, legales y registrales del Ministerio de Educación 
y Cultura, doctor Pablo Maqueira. 


Como se habrá notado, se trató de un trabajo en equipo, aunque cabe aclarar que no todos 
los participantes intervinieron en todos los temas. El proyecto logró un consenso y se formaron unas 
cinco mesas de trabajo, por lo que no se puede decir que todos intervinieron en un 100 % de los 
temas. 


Voy a hacer un breve repaso del proyecto. El primer capítulo refiere a la organización 
institucional. El decreto n. * 245/007, de 2 de julio de 2007, crea la Comisión Coordinadora Antilavado. 
Ahora se le da rango legal, como piden los estándares internacionales, y se la integra a la Junta de 
Transparencia y Ética Pública. Esa es la única modificación que hay respecto al decreto. Sus 
cometidos son los mismos que los que figuran en el decreto. Se agrega —porque así lo piden los 
estándares internacionales- que esa comisión pueda definir sanciones y contramedidas financieras 
respecto de terceros países que puedan suponer riesgos más elevados de lavado de activos, a 
propuesta de la comisión coordinadora. Esto es lo que les decía sobre la lista de países no 
cooperadores a nivel mundial. El sistema GAFI realiza evaluaciones sobre el cumplimiento de los 
diversos aspectos de los sistemas preventivos y, en la medida en que el país presenta debilidades 
significativas y no está atendiendo debidamente los riesgos de lavado o de financiamiento del 
terrorismo, se lo pone bajo un sistema de seguimiento que tiene tres categorías. En definitiva, lo que 
hace GAFI es llamarle la atención al país que corre riesgo para que aplique medidas de vigilancia 
especial. De alguna manera eso tiene que ser internalizado. A propósito, hasta hace poco Argentina 
estuvo en una lista de seguimiento, y si GAFI dice que está en problemas, una autoridad uruguaya 
tiene que avisarles a los bancos para que se prevengan. No se prohíben las transacciones, pero se 
aconseja tener especial cuidado con ellas. Se le otorga esta facultad a la comisión porque esa tarea no 
estaba en manos de nadie. 


El artículo 3% habla de la designación de comités operativos que ya aparecían en el decreto 
n.* 245/007. Hay un comité de prevención que trabaja con los sujetos obligados y un comité de 
investigación que trabaja con la Justicia. En definitiva, son comités para organizar el trabajo de la 
secretaría. 


El artículo 4% habla de las competencias. Incorpora lo establecido en el artículo 49 de la Ley 
n.* 19.355, de 19 de diciembre de 2015, y fija las competencias de la secretaría en la redacción dada 


por el artículo 20 de la Ley n.* 19.438, de 14 de octubre de 2016. Se establecen las competencias de la 
Secretaría Nacional para la Lucha contra el Lavado de Activos y Financiamiento del Terrorismo. Este 
proyecto de ley agrega cuatro numerales que establecen sus cometidos: en primer lugar, elaborar y 
someter a consideración del Poder Ejecutivo políticas nacionales en materia de lavado de activos y 
financiamiento del terrorismo; segundo, proponer al Poder Ejecutivo la estrategia nacional antilavado 
de activos y contra el financiamiento del terrorismo; tercero, elaborar y difundir estadísticas periódicas 
sobre el funcionamiento del Sistema Nacional de Prevención del Lavado de Activos y contra el 
Financiamiento del Terrorismo; y, cuarto, ejecutar las sanciones pecuniarias que imponga mediante 
resolución. Esto está asociado a la labor de supervisión que tiene la secretaría respecto a los sujetos 
obligados del sector financiero. 


El artículo 5% establece las facultades de la secretaría nacional; se repiten las que estaban en 
el artículo 49 de la Ley n.* 19.355 y sus modificaciones. 


El artículo 6% habla del acceso a la información por parte de la secretaría. Recoge lo que ya 
estaba vigente. 


El artículo 7% es nuevo. Refiere al envío de información a la Secretaría Nacional para la Lucha 
contra el Lavado de Activos. Se elaboró en acuerdo con la UIAF del Banco Central. En la medida en 
que la Senaclaft tiene el objetivo de supervisar al sector financiero, lo que se quiso establecer es que 
periódicamente el Banco Central, de acuerdo a su base de datos, le proporcione información a la 
secretaría. Por supuesto que no hablamos de información confidencial sobre operaciones 
sospechosas, sino de estadísticas respecto a la operativa de las inmobiliarias o de los escribanos, que 
sirvan para la tarea de supervisión que realiza la secretaría. La idea es que se firme un convenio, 
avalado por este artículo. De todas maneras, la secretaría ya lo podía pedir. 


El artículo 8 establece que todos los organismos públicos deberán contribuir a la prevención y 
combate del lavado de activos. Se dispone que toda autoridad que tome conocimiento de actos o 
hechos que puedan estar vinculados al delito del lavado, lo informarán a la Senaclaft y, en caso de que 
corresponda, esta lo pondrá en conocimiento de la Unidad de Información y Análisis Financiero del 
Banco Central. Quiero aclarar que esto no refiere a la obligación de los funcionarios de denunciar 
hechos de apariencia delictiva. En realidad, no está vinculado al artículo 177 del Código Penal sino que 
puede suceder que una autoridad del Estado haga una licitación por una PPP. Si se presenta alguien 
con antecedentes que quizás no cierran, en ese caso se puede consultar a la secretaría. De hecho, ya 
se está haciendo, y lo que queremos es que el Estado tenga la posibilidad de canalizar, a través de la 
secretaría, hechos inusuales en su accionar. En el caso de que la secretaría determine que puede 
haber una vinculación con una actividad sospechosa o vinculada al lavado, lo pasaría al Banco Central. 
En síntesis, la intención es que la secretaría apoye a las reparticiones públicas frente a situaciones 
complicadas que puedan aparecer. Lo cierto es que esto ya está sucediendo hoy y por eso quisimos 
reflejarlo en el proyecto de ley. 


SEÑOR AMORÍN.- Con respecto a este tema, si los funcionarios toman conocimiento de una situación 
de este tipo y no la comunican, ¿no incurrirían en el delito previsto en el artículo 177? 


SEÑOR ESPINOSA.- No, señor senador. Si detectan algún delito tienen que dirigirse a la Justicia. Esto 
es para los casos en que alguien quiere el apoyo de una persona con más conocimiento y experiencia 
para que lo ayude. Esta persona está habilitada por la ley para pasar los datos y luego la secretaría 
analiza si corresponde seguir con el caso o no. 


SEÑOR AMORÍN.- El inciso segundo dice: «Toda autoridad o funcionario público que en el 
cumplimiento de sus funciones, tome conocimiento de actos o hechos que puedan estar vinculados al 
delito de lavado de activos o al delito de financiamiento de terrorismo, lo informará a la Secretaría 
Nacional para la Lucha contra el Lavado de Activos y el Financiamiento del Terrorismo, la que en caso 
de corresponder, pondrá la situación en conocimiento de la Unidad de Información y Análisis Financiero 
del Banco Central del Uruguay». ¿Esto no tiene nada que ver con el artículo 177? 


SEÑOR ESPINOSA.- No, señor senador. 


En los artículos 9* y 10%, relativos a la obligación de brindar asesoramiento y de colaborar, se 
recoge lo ya establecido en los artículos 2* y 3% de la Ley n.* 18.914. La única modificación es que en 
el artículo 9 se establece que cuando personal especializado de los organismos públicos brinde 
asesoramiento a los juzgados, actuará en carácter de auxiliar de la Justicia. Esto se hizo para dejar 
claro si se actúa como perito o auxiliar; queda claro que es como auxiliar. Con esto cerramos el primer 
capítulo. Esto tiene relación con los estándares internacionales, en particular con la recomendación 1 
de GAFI, que establece que los países tienen que realizar y aplicar una evaluación de riesgos. A su 
vez, la recomendación 2 determina que debe haber un organismo de cooperación y coordinación 
nacional —sería la comisión coordinadora— que planifique las políticas antilavado en función de los 
riesgos. Y después está la recomendación 19, relativa a los países de mayor riesgo, que son los países 
que están incluidos en la lista. Los países integrantes del sistema GAFI deben aplicar contramedidas 
cuando se hagan llamados públicos a esos efectos. En otra parte se habla de las facultades de los 
supervisores en materia de lavado, lo cual se está cumpliendo parcialmente. Lo mismo podemos decir 
de la recomendación 28, Regulación y supervisión de las Actividades y Profesiones No Financieras 
Designadas. La recomendación 33, Estadísticas, tiene que ver con la generación de estadísticas para 
poder medir el funcionamiento del sistema preventivo en el país: cuántos reportes de operaciones 
sospechosas hay en el Banco Central, cuántas pasan a la Justicia, cuántos procesamientos, cuántos 
decomisos hay, por qué delito, y cuánta cooperación internacional hay. Todo esto no lo tenemos muy 
claro ni organizado. Hay estadísticas dispersas. La secretaría tomaría esa tarea y se generaría un 
sistema estadístico uniforme que pueda ser usado por todo el Estado para saber exactamente cómo 
está funcionando el sistema, si se está combatiendo bien el delito o no. 


El segundo capítulo —que abarca los artículos 11 al 25- establece normas que procuran 
lograr que el sistema preventivo sea más efectivo. En el artículo 11 —Sujetos obligados financieros— no 
se cambia nada, están las mismas entidades financieras establecidas por la Ley n.* 17.835, en la 
redacción dada por la Ley n.* 18.494. En el artículo 12, Sujetos obligados no financieros, tenemos 
algunos agregados. Allí se toma lo existente hasta ahora y en el numeral |!) se agrega que en el sector 
inmobiliario se exceptúan los arrendamientos. Esto fue hecho en acuerdo con el sector inmobiliario. En 
este sentido cabe aclarar que, continuando una política instaurada por Carlos Díaz, nos reunimos 
mensualmente con todos los sectores: con el sector inmobiliario, con los escribanos, con los estudios 
que administran sociedades, con los rematadores, con las zonas francas y con los casinos. Se está 
trabajando, se les está adelantando algo. Uno de los problemas que tenían las inmobiliarias era el del 
arrendamiento en sí; entendimos que les complicaba más de lo que les aportaba en materia de 
prevención de lavado. Por ese motivo, proponemos quitarlo. 


En cuanto a los escribanos, habíamos puesto un párrafo que decía: «Los escribanos y en 
general, cualquier persona física o jurídica, cuando participen en el asesoramiento y la realización, de 
las siguientes operaciones». Dado que estamos en contacto con los escribanos, sabemos que a ellos 
les complicaba alguna cosa y por ese motivo enviaron una propuesta. Desde ya adelantamos que no 
tenemos ningún inconveniente. Nos parece bien el giro que plantea la Asociación de Escribanos del 
Uruguay. 


SEÑOR AMORÍN.- ¿Cómo quedaría, entonces, la redacción en base a la propuesta de los escribanos? 


SEÑOR ESPINOSA.- Diría así: «Los escribanos y en general, cualquier persona física o jurídica, 
cuando participen en la realización de las siguientes operaciones para sus clientes». Se quita «en el 
asesoramiento», que es lo que a ellos les complicaba. Está bueno que quede claro. 


Lo que se agregó en cuanto a los escribanos —ya hemos hablado con ellos—, son las 
promesas y cesiones de promesas de bienes inmuebles, las promesas y cesiones de promesas de 
establecimientos comerciales y la actuación por cuentas de clientes en cualquier operación financiera o 
inmobiliaria. Las promesas y las cesiones no estaban incorporadas y generaban problemas porque 
muchas veces el pago de la operación se realizaba antes del final y había dificultades en determinar 
cuándo se debía hacer el control. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo interrumpo un instante, simplemente para informar a los señores 
senadores que lo que envió la Asociación de Escribanos del Uruguay fue remitido por la secretaría a 


las 12:23, es decir que llegó a última hora y por eso quizás algunos no lo tengan a mano en este 
momento. 


SEÑOR ESPINOSA.- Aclaro que ayer tuvimos una reunión con representantes de la Asociación de 
Escribanos del Uruguay. 


En el numeral VI) figuran los explotadores y usuarios de las zonas francas. En ese sentido, 
también como parte de las reuniones sobre el tema, dijimos que hasta ahora los obligados eran el 
administrador de la zona franca y el usuario correspondiente, pero hay otra figura: el usuario indirecto. 
Cada uno conoce una parte del negocio y, entonces, la idea es incorporar a los usuarios indirectos 
como sujetos obligados para responsabilizarlos por la parte del negocio que ellos manejan. 


En cuanto al numeral VII), sobre administradores de sociedades, señalamos que 
anteriormente los sujetos obligados eran las personas físicas o jurídicas que, a nombre y por cuenta de 
terceros, realicen transacciones o administren en forma habitual sociedades comerciales. Eso era todo 
lo que había en materia societaria. Ahora bien; dada la importancia del sector societario en el país, 
entendimos que era bueno detallar más el tipo de servicio porque con esa definición tan amplia se nos 
hacía difícil determinar cuál era el servicio profesional que lo convertía en sujeto obligado. Entonces 
optamos por ir a una definición más parecida a los estándares, es decir, detallar uno por uno los 
servicios. Por ejemplo, se agregó un numeral que dice así: «Los proveedores de servicios societarios, 
fideicomisos y en general cualquier persona física o jurídica cuando realicen o se dispongan a realizar 
transacciones para un cliente sobre las siguientes actividades: a) Constituir sociedades u otras 
personas jurídicas» —o sea, constituir y vender; solo la sociedad, no estoy administrando—; «b) Integrar 
el Directorio o ejercer funciones de dirección o de secretaría de una sociedad, socio de una asociación 
o funciones similares en relación con otras personas jurídicas o disponer que otra persona ejerza 
dichas funciones» —estamos hablando de directores, de estudios que ponen directores para 
sociedades y no estaba claro si eso era sujeto obligado o no—; «c) Facilitar un domicilio social o una 
dirección comercial, postal, administrativa y otros servicios afines a una sociedad, una asociación o 
cualquier otro instrumento o persona jurídica» ; «d) Ejercer funciones de fiduciario en un fideicomiso 
(“trust”) expreso o instrumento jurídico similar o disponer que otra persona ejerza dichas funciones»; el 
literal e) alude a un caso que se puede dar, concretamente, expresa: «Ejercer funciones de accionista 
por cuenta de otra persona, exceptuando las sociedades que coticen en un mercado regulado y estén 
sujetas a requisitos de información conforme a derecho, o disponer que otra persona ejerza dichas 
funciones». O sea, también se da el caso de que un estudio puede colocar no solo directores sino 
también accionistas, y venderlo como servicio profesional; no sería el beneficiario final, pero es el 
accionista. En este caso también entendemos que tiene que estar obligado. 


En el numeral VIII) se incorpora a la categoría de sujetos obligados a las organizaciones sin 
fines de lucro: «Las asociaciones civiles, fundaciones, partidos políticos, agrupaciones y en general, 
cualquier organización sin fines de lucro con o sin personería jurídica». Quiero aclarar que la idea de la 
secretaría es que no se puede controlar a todas las asociaciones civiles sin fines de lucro —estamos 
hablando de diez mil o más—, pero sucede que muchas veces, sobre todo en materia de financiamiento 
del terrorismo, hay asociaciones no gubernamentales que han sido utilizadas para ese propósito y 
organizaciones deportivas que pueden ser usadas para maniobras de lavado. Entonces, en la medida 
en que sean sujetos obligados, la secretaría les puede pedir información y, sobre esa base, hacer un 
mapa de riesgo y luego separar las que no tengan riesgo de lavado. Tal como decía siempre Carlos 
Díaz -y lo quiero repetir acá—, no queremos sacar la copa de leche a los niños de un merendero. Esas 
asociaciones no nos interesan, no son riesgosas, pero debemos conocer cuáles son exactamente. El 
objetivo de poner a todos como sujeto obligado es obtener la información. Después que se haga el 
mapa se va a exonerar, y la tarea de la secretaría se concentrará en las empresas que presenten 
riesgo de lavado o de financiamiento del terrorismo. 


En el numeral IX se incluye a «Los Contadores Públicos y otras personas físicas o jurídicas» 
—esto es nuevo— «que actúen en calidad de independientes» —esto es importante, pues no estamos 
hablando del contador que actúa en una empresa como funcionario, sino de un profesional que presta 
servicios externos— «y que participen en el asesoramiento o la realización de las siguientes 
operaciones o actividades para sus clientes:», y a continuación se enumera una serie de operaciones 
comerciales: como, por ejemplo, promesas, cesiones de promesas o compraventas de bienes 
inmuebles; administración de dinero, valores u otros activos del cliente; administración de cuentas 


bancarias, de ahorro o valores; organización de aportes para la creación, operación o administración 
de sociedades; creación, operación o administración de personas jurídicas u otros institutos jurídicos; 
promesas, cesiones de promesas o compraventa de establecimientos comerciales; actuación por 
cuenta de clientes en cualquier operación financiera o inmobiliaria; todas estas son más o menos 
similares a las que tienen los escribanos. Y en el caso de los contadores se agregan la preparación o 
revisión de declaraciones fiscales y la confección, compilación, revisión, o auditoría de estados 
contables. Esto va ligado —digamos- a la inclusión del delito fiscal como delito precedente del lavado 
de activos. Si queremos prevenir el delito fiscal a partir del sistema del lavado de activos, tenemos que 
poner a los contadores como figura fundamental. Esa es nuestra idea. Lo que se ha planteado es que 
podría haber problemas con el secreto profesional, tanto de los contadores como de los escribanos o 
abogados que, por ejemplo, prestan servicios societarios o actúan en transacciones comerciales. A 
esos efectos se agregó un párrafo final que aclara que «Los sujetos obligados mencionados en los 
numerales 111) y IX) del presente artículo,» —que serían escribanos y otras personas como los 
abogados que realicen determinadas operaciones— «no estarán alcanzados por la obligación de 
reportar transacciones inusuales o sospechosas con respecto a la información que reciban de uno de 
sus clientes o a través de uno de sus clientes, para verificar el estatus legal de su cliente o en el marco 
del ejercicio del derecho de defensa en asuntos judiciales, administrativos, arbitrales o de mediación». 


Hemos leído las versiones taquigráficas resultantes de las comparecencias ante esta 
comisión, sobre todo, de la del Colegio de Abogados del Uruguay y, francamente, no compartimos lo 
que ellos establecen. Entendemos que tiene que haber una forma de convivencia de la responsabilidad 
y el secreto profesional. No queremos que el abogado defensor tenga que ver con esto en nada. De 
hecho, por ejemplo, hemos traído la cuarta directiva de la Unión Europea —del año 2015-— que habla 
expresamente del abogado y señala que debe ser incluido como sujeto obligado cuando participe en 
relaciones comerciales o preste servicios societarios, pero protegiendo el secreto profesional. Les 
dejamos una copia de este material que regula todo este tema. 


Otro de los argumentos del Colegio de Abogados es que existen países que no lo hicieron y 
no entraron en la lista. En este sentido, estuvimos analizando las más de treinta evaluaciones que se 
realizaron con esta nueva metodología, de 2012 en adelante. Entre los países mencionados por el 
Colegio de Abogados del Uruguay están Australia, Canadá y Estados Unidos, que no cumplían en 
relación con esos dos criterios; en otras palabras, están penalizados. Costa Rica —otro de los países 
mencionados- tiene una situación distinta de riesgo y está por aprobar un proyecto de ley que 
incorpora a los abogados. ¿Por qué digo todo esto? Porque el no cumplimiento de un punto de las 
recomendaciones no determina que un país integre la lista; lo que sí lleva a ocupar un lugar en la lista 
es el no atender los riesgos fundamentales. Es decir, si yo no cumplo con una recomendación pero 
convenzo de que estoy atendiendo riesgos fundamentales en materia de lavado de activos, no voy a 
tener problemas. Entonces, ¿por qué en el Uruguay los contadores y los abogados tienen que ser 
sujetos obligados? Nuestro país lleva realizadas ya dos evaluaciones de riesgos en materia de lavado 
de activos. En la primera había otras bases porque en aquel momento el tema del delito fiscal no 
jugaba como un delito precedente del lavado de activos y, por tanto, no se consideró. En la siguiente 
evaluación de riesgos del Uruguay, entre las principales amenazas estaba el ingreso al sector 
financiero, inmobiliario, de fondos provenientes del exterior vinculados a delitos. ¿Qué delitos? Por 
supuesto, narcotráfico y corrupción pero, básicamente, delitos fiscales, en la medida en que Uruguay 
ha operado como una plaza regional de esos delitos. Entonces, no podíamos no considerarlos en 
nuestro análisis de riesgo; eso es obvio. 


La primera conclusión, pues, es que el delito fiscal tiene que estar, porque si no, cuando 
vengan a evaluarnos, nos va a pesar más que el resto. ¿Por qué? Porque quizás es el principal riesgo 
que tenemos. 


Si queremos incluir al delito fiscal, tenemos que poner a los contadores, porque son los 
profesionales que están más vinculados al tema. Por eso se justifica el tema de la presencia de los 
contadores, con todo lo que pueda agregarse para preservar el secreto profesional cuando estén 
defendiendo a un cliente pero no cuando estén haciendo operaciones o efectuando un balance. Eso no 
es asesoramiento, ahí no está implícito el derecho de defensa sino que se está participando en la 
contabilidad. 


¿Por qué se incluye a los abogados? Otro de los hallazgos de la evaluación de riesgos fue 
que las amenazas externas aprovechan vulnerabilidades del país. El sector más vulnerable que 
tenemos es el societario. Aunque ya no están las safis, acá se puede operar con sociedades 
panameñas u otras; es fluido el trabajo y no hay sujetos obligados que cumplan con la labor de 
detección. ¿Por qué? Porque eran muy parciales los servicios que contemplaba la ley. Por eso 
quisimos ampliar el elenco de los servicios prestados. El prestar un domicilio o administrar una 
sociedad se puede hacer con una sociedad uruguaya o con una panameña. Como ejemplo les digo lo 
siguiente: en mi caso, vengo del Banco Central, donde estaba a cargo del registro de sociedades 
anónimas con acciones al portador, y puedo decir que de las 29.000 sociedades que se registraron en 
2013 o 2014 —no recuerdo cuando terminó—, 4.000 eran del exterior —es decir, los accionistas eran del 
exterior—, de las cuales 3.000, aproximadamente, eran panameñas. Las usaban para poner un escalón 
más en el conocimiento del beneficiario final. Esas sociedades se vendían en estudios. 


Entonces, no está mal que operen con cualquier tipo de sociedad; lo que queremos es que 
tengan obligaciones claras y que se los pueda hacer responsables por esas obligaciones. 


Por todo ello le damos importancia al delito fiscal y a los abogados y contadores. En un 
análisis que considere nuestra historia y la evaluación de riesgos que el propio país ha hecho, no sería 
defendible no tener implementadas esas medidas. 


SEÑOR AMORÍN.- Hace un tiempo recibimos al Colegio de Contadores Economistas y 
Administradores del Uruguay, al Colegio de Abogados del Uruguay y a la Asociación de Escribanos del 
Uruguay. Tanto el colegio de contadores como el de abogados nos dijeron claramente que este 
proyecto de ley es inconstitucional porque viola algunos derechos fundamentales como es el secreto 
profesional. Veo con satisfacción que ustedes afirman que no se pretende violar el secreto profesional 
y a mí eso me parece bueno. Quizás los dos están interpretando el mismo texto de distinta manera. En 
ese sentido, los abogados, dos catedráticos de derecho tributario —especialistas en el tema— y uno de 
derecho penal, nos dijeron que este proyecto es inconstitucional, que viola derechos fundamentales, y 
ustedes que son especialistas, que trabajan en eso todo el día, nos dicen: «Queremos hacer una ley 
que resguarde algunas cosas, pero que de ninguna manera viole el secreto profesional». Entonces, 
¿no se podrán juntar y aclarar estos temas? A lo mejor son problemas de redacción como sucedió con 
la Asociación de Escribanos del Uruguay cuando explicó lo que significaba que no dijera 
«asesoramiento», que sí lo dice en el artículo 9 que está en espejo con el de escribanos que habla de 
asesoramiento o de la realización de estas operaciones. Los abogados nos decían que en el numeral 
lll no estaban específicamente designados los abogados. 


SEÑOR ESPINOSA.- Estaba en un proyecto original y se sacó para evitar confusiones, se quiso definir 
el tipo de actividad y no mencionar al abogado para evitar confusión con respecto a afectar el derecho 
de defensa. 


SEÑOR AMORÍN.- Voy a proponer que dentro de un mes se cite nuevamente al Colegio de Abogados 
del Uruguay. Si los dos tienen el mismo objetivo, si los abogados están preocupados por la violación 
del secreto profesional y ustedes de ninguna manera quieren violarlo, espero que puedan conversar 
para ponerse de acuerdo. 


Creemos que este proyecto de ley puede ser positivo, pero si viola algunos derechos 
fundamentales, o no queda claro que no los viola, no lo voy a votar. Me parece que sería bueno que 
conversaran con los representantes del Colegio de Abogados del Uruguay para ver en qué se puede 
adaptar, no la idea sino la redacción, porque la verdad es que ambos nos están diciendo lo mismo. 
Pensé que ustedes iban a decir «los queremos pasar por arriba», sin embargo dicen «no queremos 
violar el secreto profesional, porque nos parece fundamental para el Estado de derecho». 


Repito, me parece que lo mejor será que hablen con el Colegio de Abogados del Uruguay y 
tendría una gran satisfacción si dentro de un mes nos dijeran que han arreglado todo y que van a 
intentar evitar el lavado de activos porque le sirve a país y además, que han resguardado el secreto 
profesional que todos queremos defender. 


Desde ya le estoy diciendo al presidente que solicito que dentro de un mes venga el Colegio 
de Abogados del Uruguay para que nos diga si hubo algún avance, porque hoy hay dos posiciones 
claramente enfrentadas y los abogados que vinieron son profesionales de gran jerarquía sin tinte 
político, es decir que la posición del Colegio de Abogados del Uruguay no tiene nada que ver con 
temas políticos. 


SEÑOR PINTADO.- En la misma línea, quiero decir lo siguiente. Pienso que tenemos entre manos un 
proyecto de una relevancia fundamental para el país. El riesgo que se corre es que termine en letra 
muerta porque quienes tienen que ejecutarlo no están adheridos a la causa. La mayoría de las veces 
en que fallan las leyes, las buenas leyes, se debe a que los ejecutores no están convencidos. 


En un país como el nuestro, cualquier cambio cuesta mucho. Cambiar hábitos, en el Uruguay 
es un drama enorme. Incluso, causas de apariencia progresista muchas veces han tenido éxito por la 
vertiente de apoyo conservadora que existe. 


En definitiva, pienso que es deseable lo que plantea el señor senador Amorín. ¿En qué 
sentido? Si realmente estamos de acuerdo en los conceptos, si no estamos enamorados de las 
palabras, si podemos llegar a un texto que satisfaga a todos y permita que se opere, pues 
busquémoslo. Porque, ¿qué es lo importante? ¿Tener una norma muy linda para exhibirla o para que 
se pueda cumplir, que es lo que aquí se ha planteado? Por supuesto, lo que pretendemos es evitar el 
lavado de activos; evitarlo en todos los planos. Precisamente, a nivel de los partidos políticos estamos 
discutiendo acerca de cómo evitar que por ese lado también se introduzcan estas acciones, porque hay 
un convencimiento de que se debe hacer lo correcto, independientemente de que otros no quieran lo 
mismo y de que para no hacerlo se basen en su poderío. 


En fin, me parece que sería saludable encontrar el texto adecuado. Realmente sería una 
oportunidad desperdiciada si no la utilizamos para hacer un esfuerzo más —además de los que ya 
se han hecho- e intentar encontrar un texto mejor. Allí está el meollo de este asunto, porque 
conceptualmente todo el mundo está de acuerdo en que se deben tomar medidas para resolver este 
tipo de problemas. 


Por tanto, considero que esta es una buena oportunidad para que nos aboquemos a ello. Se 
podrá fracasar, porque nadie tiene garantizado el resultado, pero por lo menos se habrá hecho un 
esfuerzo más. 


Muchas gracias. 


SEÑOR ESPINOSA.- Reitero, desde el año pasado hemos tenido reuniones con los principales 
estudios del país, sobre todo con los que operan en materia societaria y comercial. O sea que 
podríamos canalizar nuestras acciones por ahí y fortalecer el vínculo para analizar si es posible llegar a 
un acuerdo, sobre todo habida cuenta de que esto se puede aplicar en la mayoría de los países del 
mundo y particularmente en toda Europa. Entonces, ¿por qué no se va a poder aplicar acá? 


Justamente, estamos hablando de temas como las transacciones comerciales o las 
prestaciones de servicios societarios, no hablamos del derecho de defensa, por tanto, tenemos que 
lograr dejarlo afuera. Coincido en que es un tema de palabras. Es decir, todos queremos trabajar para 
prevenir, pero es evidente que no nos estamos entendiendo. Al principio se decía que si se hace una 
lista de las transacciones en las que está el sujeto obligado, las que no figuren quedan exoneradas. 
Pues bien, incluimos este párrafo porque, de acuerdo con las normas de GAF!I y de la Unión Europea, 
tratamos de exonerar aquellos casos que refieren al derecho de defensa y a la consulta de la situación 
jurídica del cliente. A nuestro juicio, alcanzaba. 


Después de que se reglamente la norma —porque es otra parte del buen éxito—, queremos 
sentarnos junto a ustedes para resolver la medida de prevención a aplicar en cada uno de los servicios. 
En eso ya estamos trabajando. 


Con la directiva del Colegio de Abogados no hemos tenido contacto directo, pero lo podremos 
tener, tal como lo hemos hecho con todos los estudios vinculados a estos temas. 


SEÑOR AMORÍN.- Brevemente, quiero decir que, en mi opinión, sería saludable para todos que 
tuvieran contacto con el Colegio de Abogados. 


Es probable que solo se trate de un tema de palabras y requiera más lectura que diálogo. 
Pero, insisto, sería muy positivo. 


Gracias. 


SEÑOR ESPINOSA.- En toda la exposición del colegio hay otras cosas, por ejemplo, cuestionamientos 
al sistema de reporte. En determinado momento cuestionaron la obligación de reporte del profesional. 
En esos temas no nos vamos a poner de acuerdo, pero sí podemos enfocarnos en que funcionen 
adecuadamente el derecho de defensa y el secreto profesional. 


SEÑOR AMORÍN.- Básicamente en la defensa del secreto profesional, que es un ancla básica, desde 
nuestro punto de vista, para el funcionamiento normal de las instituciones y del Estado de derecho. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como presidente de la comisión quiero decir que es muy útil el abordaje 
trinchera a trinchera, porque es un tema muy delicado. Lamento que se haya tenido que retirar, por 
razones de fuerza mayor, el señor senador Amorín. 


Con respecto a este punto —amén de lo que ha dicho el senador Pintado— queremos un 
proyecto real y no maquillado o cuidado. Nosotros sabemos que la operación de Messi hace tres años 
que está acá y no participaron precisamente los Carmelitas Descalzos, sino estudios uruguayos. Este 
es un proyecto del Gobierno y quiero que las cosas sean claras, posibles y, por supuesto, ajustadas a 
la realidad. También hemos leído las versiones taquigráficas y escuchamos a los diferentes actores. No 
solamente son observaciones académicas, sino opiniones de gente que participa en esas actividades. 
Obviamente, tendríamos que constatar qué tan académicas son las opiniones de algunos ciudadanos 
que han venido a esta comisión a analizar este proyecto. Acá hay mucho paño para cortar y también 
para opinar, pero lo haremos en la comisión y luego en sala cuando corresponda. 


SEÑOR ESPINOSA.- Nosotros consideramos que parte de esos problemas —como los de Messi, 
Lava Jato, etcétera— tienen que ver también con la indefinición de los servicios que estaban sujetos a 
obligaciones y como no estaba escrito en ningún lado, ni siquiera hay sanción administrativa, es decir, 
que no tiene consecuencias. 


SEÑOR LORIER.- En el día de ayer apareció en España uno de los principales encargados de la lucha 
contra la corrupción, un fiscal, con papeles de Panamá. ¡Si será complejo y necesario establecer leyes 
claras y precisas sobre estos delitos tan de cuello blanco! Me parece correctísimo lo que se ha 
expresado aquí. 


SEÑOR ESPINOSA.- A título informativo, quiero decir que estas dos últimas semanas estuve en 
Panamá haciendo la evaluación de Gafilat de Panamá, por lo que estoy bastante enterado de cómo 
funciona el tema societario. 


Hay tres o cuatro artículos —concretamente el 13, el 14 y el 15- que ya estaban en el Decreto 
355/010 de 2 de diciembre de 2010 y se los incluye en el proyecto de ley porque los estándares 
entienden que tiene que estar por ley la obligación de debida diligencia del cliente, las medidas que se 
deben tomar y cómo se aplican. 


El artículo 16 refiere a cómo se pueden aplicar medidas simplificadas cuando hay bajo riesgo 
y el 17 también habla de la aplicación de medidas de debida diligencia simplificada. 


El artículo 18 establece las medidas de debida diligencia intensificadas, que ya estaba 
también en el artículo 7 del Decreto 355/010. 


El artículo19 incorpora la definición de personas políticamente expuestas, que también estaba 
presente en el Decreto 3555/010 a través de su artículo 15, pero se le da rango legal. 


El artículo 20, relativo a la conservación de registros, establece que todos los sujetos 
obligados, financieros o no financieros, deberán conservar los registros por un plazo de más de cinco 
años. Eso ya figuraba en el artículo 10 del Decreto n.* 355/010 y se incluye en el proyecto de ley. 


El artículo 21 es muy importante porque habla de la obligación de reserva. ¿Qué quiere decir 
esto? Que cuando se hace un reporte o es requerido respecto de un reporte tiene obligación de 
conservar la reserva para proteger la investigación. Se establecen sanciones para los sujetos obligados 
que incumplan esa obligación y también se protege la obligación que la Unidad de Inteligencia 
Financiera del Banco Central recibe de unidades de inteligencia financiera del exterior, porque según 
las normas es en ese ámbito donde se produce el intercambio. Una unidad de inteligencia recibe 
información y solo la puede transmitir a las autoridades si la otra la autoriza, es decir, previa 
autorización. 


Se elimina la facultad prevista en la normativa vigente de que el juez pueda solicitar la 
información de un reporte de operación sospechosa. Lo que se hace es proteger el sistema de reporte, 
la confidencialidad de quién lo hizo. Lo importante es el informe que hace la UIAF del Banco Central 
del Uruguay sobre las características inusuales de una operación y no quién hizo el reporte. 


Normalmente, en todos los países se trata de cortar la cadena. Lo que va a la justicia no es el 
reporte de operación sospechosa que hizo un banco, un escribano, etcétera, sino el informe del Banco 
Central del Uruguay —a través de la UIAF— que en realidad fue quien encontró las características 
inusuales. ¿Por qué? Porque justamente si las personas saben que un reporte mañana termina en la 
justicia o en los diarios, no lo harán. Por lo tanto se protege el sistema de reporte a través de 
encapsular los datos en el Banco Central del Uruguay, que es el responsable de seguir con el informe. 


El artículo 22 ya estaba y refiere a la exención de responsabilidad para quien realice los 
reportes de buena fe. 


El artículo 23, Inmovilización de fondos, ya figuraba en el artículo 6.* de la Ley n.* 17835 con 
sus modificaciones. Antes era solo para el sistema financiero y ahora se incorpora a los sujetos 
obligados no financieros. 


En la medida en que uno reportaba unos fondos, el Banco Central del Uruguay podía 
congelarlos 72 horas, a efectos de pasarlos al juez para que dispusiera la confirmación, o no, del 
embargo. Creo que la ley solo hablaba de fondos y ahora se amplía lo que la UIAF puede pedir 
bloquear o congelar, como por ejemplo el acceso a cofres de seguridad. En teoría, la ley no los 
mencionaba expresamente entonces había duda si la UIAF los podía congelar o no. Se aclaran esas 
situaciones de la realidad práctica. 


Existen también otras situaciones. Por ejemplo, siempre que se bloqueaba una cuenta en un 
banco, decían ¿qué pasa con la plata que llega al otro día? ¿Está bloqueada? ¿Se devuelve? Se 
quiere aclarar eso. ¿Qué pasa con una cuenta donde hay dos titulares si se congela uno? ¿Se congela 
el 50 %? ¿Se congela toda la cuenta? La idea es aclarar todos esos aspectos prácticos para evitar que 
en cada caso los juzgados tengan que emitir instrucciones. 


El artículo 24, Prestadores de servicios de administración, contabilidad o procesamiento de 
datos, estaba previsto también en el artículo 20 de la Ley n.” 17.835 y se mantiene. Establece la 
obligación del registro en el Banco Central del Uruguay y el acceso a la información de parte de la 
UIAF. También se mantienen las facultades que tenía desde el artículo 5* de la Ley n.* 17.835. 


En este capítulo se atienden total o parcialmente varias recomendaciones de GAF!I: la número 
8, referida a organizaciones sin fines de lucro, la número 10, que habla de la debida diligencia del 
cliente, y la número 11, relativa al mantenimiento del registro. 


También se atiende la recomendación 2, que refiere a personas expuestas políticamente; la 
número 20, que habla del reporte de operaciones sospechosas; la número 21, que refiere a revelación 
y confidencialidad; las número 22 y 23, sobre actividades y profesiones no financieras designadas; la 
número 24, sobre transparencia y beneficiario final de las personas jurídicas; la número 25, sobre 
transparencia y beneficiario final de otras estructuras jurídicas; la número 26, sobre regulación y 
supervisión de las instituciones financieras; la número 27, sobre facultades de los supervisores; la 
número 28, sobre regulación y supervisión de las actividades y profesiones no financieras designadas; 
la número 29, sobre unidades de inteligencia financiera; la número 31, que refiere a las facultades de 
las autoridades de orden público e investigativas, y la número 35, relativa a sanciones. 


El capítulo lll está formado por dos artículos y establece normas sobre intercambio de 
información. Allí se habla de las posibilidades de que la Unidad de Información y Análisis Financiero del 
Banco Central intercambie información con entidades homologas de otros estados. Se toma lo 
establecido en el artículo 7* de la Ley n.* 17.835, con la modificación de la Ley n.” 18.494, y se efectúa 
alguna mejora en la redacción, agregando que la unidad podrá autorizar a la autoridad requirente de 
otro estado para compartir la información suministrada con otros organismos encargados de la lucha 
contra el lavado de activos y financiamiento del terrorismo en su país, a fin de ser utilizada únicamente 
con fines de inteligencia. A veces, la unidad del exterior está pidiendo información y trabaja en conjunto 
con otra agencia del estado requirente, y para continuar su investigación debería poner en 
conocimiento de esa otra agencia la información que recibió de la UIAF. Lo que se establece es que 
eso se autoriza con fines de inteligencia, lo que quiere decir que esa información no se puede utilizar 
en ninguna investigación administrativa o penal en el país requirente. Se habla del intercambio de 
información con autoridades nacionales y se faculta a la UIAF a ello cuando resulte imprescindible para 
completar una investigación en curso. Este capítulo de dos artículos atiende la recomendación 40 del 
GAFI, que refiere a otras formas de cooperación internacional y que prevé la cooperación entre 
unidades de inteligencia financiera. 


El capítulo IV, relativo al transporte de efectivo, instrumentos monetarios y metales preciosos, 
también es corto porque consta de un artículo, el 28. Ahí se mantiene lo previsto en el artículo 19 de la 
Ley n.? 17.835 y se da cumplimiento a una recomendación del GAF| respecto al control del transporte 
de efectivo. Uno de los métodos de lavado o de financiamiento del terrorismo es el transporte de dinero 
en efectivo a través de fronteras. Como es un medio muy utilizado, se prevé que todos los países 
traten de establecer controles eficaces contra esos movimientos. 


El capítulo V, relativo a los delitos de lavado de activos, va de los artículos 29 al 41. Aquí 
tenemos los artículos 29, 30, 31 y 32, que reproducen los artículos 54, 55, 56 y 57 del Decreto Ley n.” 
14.294 con sus modificativas. 


Luego viene el artículo 33, sobre actividades delictivas precedentes, que introduce 
modificaciones. Tenemos los delitos precedentes que ya estaban y se agregan algunos previstos en los 
estándares internacionales, que podrían tener consecuencias en Uruguay. En el numeral 24 está el 
fraude concursal; el numeral 25 —quizás el más importante de esta modificación— refiere a la 
defraudación tributaria cuando el monto del o de los tributos defraudados en cualquier ejercicio fiscal 
sea superior a 2:500.000 Ul. Se había previsto tratar el proyecto en otro momento y se decía que era 
para los ejercicios iniciados a partir del 1% de enero de 2017. Habría que contemplar o ajustar esto 
porque, de lo contrario, estableceríamos el delito con retroactividad; habría que ajustar la fecha de 
vigencia. Esta era una idea de Carlos Díaz, quien tenía experiencia en la DGI, al igual que la tiene el 
contador Danubio Cruz. El primer año fijaba un umbral un poco más alto para el delito a fin de darle 
tiempo al mercado para que se adecuara. Estaríamos hablando de 2:500.000 de Ul y, a partir del 
segundo año, de 1:000.000 de Ul; se consideraría delito precedente la defraudación tributaria mayor a 
ese monto. Esa sería la idea, pero, como decía, habría que ajustar los plazos de vigencia. Este monto 
no será exigible para constituir la defraudación en los casos en que se utilicen total o parcialmente 
facturas o cualquier otro documento ideológica o materialmente falsos, con la finalidad de disminuir el 
monto imponible u obtener devoluciones indebidas de impuestos. Este es el caso de la venta de 


facturas o ese tipo de cosas que aparecen periódicamente. En esos casos, si hay defraudación, no 
importa el umbral. El lavado sería precedente aunque fueran montos menores. 


El numeral 26 trata la defraudación aduanera y se establece un umbral superior a 200.000 Ul. 
Este monto es igual al del contrabando. 


El numeral 27 —homicidio cometido por precio o promesa remuneratoria— incluye el sicariato 
como precedente de lavado. 


El cuanto al numeral 28 —delitos de lesiones graves y gravísimas cometidas por precio o 
promesa remuneratoria—-, a sugerencia del Ministerio del Interior también tenemos delitos como el 
hurto, la rapiña, el copamiento y el abigeato —numerales 29, 30, 31 y 32-— cuando sean cometidos por 
un grupo delictivo organizado y cuyo monto real o estimado sea superior a 100.000 Ul. No hablamos 
de la rapiña tipo «rastrillo», sino cuando alguna de estas cuatro figuras sea cometida por un grupo 
organizado. 


El numeral 33 incluye la asociación para delinquir e incorpora la definición de grupo delictivo 
organizado que prevé el artículo 414 de la Ley n * 18.362, de 6 de octubre de 2008. Se agrega el 
umbral para el delito de apropiación indebida. Todos los umbrales se expresan en unidades indexadas, 
porque en la ley anterior en algunos casos se hablaba de dólares. Se prevé que a efectos del delito de 
información entre Estados no regirán los umbrales establecidos en los numerales anteriores, para 
facilitar la cooperación. 


Los artículos 34 y 35 hablan del autolavado y el delito autónomo respectivamente. Se 
incorpora en forma expresa la figura del autolavado y se establece que aquel que hubiere cometido 
alguna de las actividades delictivas precedentes previstas en la norma, también podría ser considerado 
autor de los delitos de lavado establecidos en los artículos 29 a 32. Esto recoge la doctrina y la 
jurisprudencia mayoritaria en nuestro país. Esto es algo que de hecho se está aplicando; la doctora 
Falabella recopiló algunas sentencias del tribunal en ese sentido. El delito autónomo y el delito de 
autolavado se están aplicando, pero de hecho porque no está debidamente expresado. Así, el juicio se 
demora porque el abogado de la parte plantea esa situación y hay que contestarla. Como se entiende 
que eso es lo que ocurre en la mayoría de los casos, la idea es dejarlo aclarado en la redacción de la 
ley. 


El artículo 36 habla de la actividad delictiva cometida en el extranjero, que ya estaba 
establecida en el artículo 8% de la Ley n.” 17.835, con sus modificaciones. Lo mismo sucede con los 
artículos 37 y 38, relativos a los agravantes y agravantes especiales: artículos 58 y 59 del Decreto Ley 
n.* 14.294. El artículo 39 refiere a la intencionalidad y recoge lo previsto en el artículo 61 del Decreto 
Ley n.? 14.294. Por su parte, el artículo 40, relativo a la investigación económico—financiera paralela, 
establece que siempre que se inicie la investigación de un delito precedente, el tribunal penal 
competente, atendidas las circunstancias del caso, deberá realizar una investigación económico- 
financiera en forma paralela. Muchas veces, cuando aparece un caso de drogas, se focaliza la 
investigación en el transporte, se hacen allanamientos, se captura todo y después se abre una causa 
por lavado. Quizás esta investigación demore un año, tiempo perdido en la investigación del lavado. 
Con los nuevos juzgados y fiscalías del crimen organizado se ha logrado comenzar a hacer más en 
paralelo porque puede suceder que la parte más grande del botín esté en el patrimonio y no en la 
droga que se va a incautar. Por lo tanto, hay que asestar el golpe en el patrimonio. Esto implica recoger 
una buena práctica; dadas las circunstancias del caso, cuando lo amerita por razones cuantitativas y 
demás, se comienza la investigación paralela. De hecho, la secretaría, junto al Banco Central, la DGl y 
el Instituto Técnico Forense, participan en forma habitual en grupos de trabajo multidisciplinarios 
creados por los jueces, básicamente de crimen organizado, con la finalidad de adelantar y que una vez 
finalice el caso, se puedan tener determinados los bienes y fondos que se pueden decomisar. Por 
último, lo relativo a la reserva interna de la investigación ya estaba en el artículo 3" de la Ley n.? 
18.494. 


En consecuencia, este Capítulo V que acabamos de mencionar cumple la recomendación 3 
de GAFI, que es la que habla de la tipificación del delito de lavado de activos; la 30, que habla de la 
responsabilidad de las autoridades de orden público e investigativas, y la 35, relativa a las sanciones y 


el glosario de delitos que maneja GAFI. Creo que pocos de los delitos que maneja GAFI quedan fuera 
de este tema. Un ejemplo son los delitos de piratería y ambientales, pero como no estaban claramente 
definidos aquí, su incorporación era una complicación. En definitiva, si el delito hubiera existido, no 
habríamos tenido problema en ponerlo como precedente. 


SEÑOR LORIER.- Con respecto a los delitos ambientales, me gustaría conocer cuál sería el vínculo 
con el lavado. En lo personal, tengo una preocupación especial por el medioambiente —obviamente, no 
estoy diciendo que los demás señores senadores y quienes nos visitan no la tengan- y quisiera saber 
cuál sería la conexión desde el punto de vista práctico. 


SEÑOR ESPINOSA.- Aquí estamos atendiendo los fondos. Voy a poner el caso de una explotación 
minera ilegal, algo que sucede mucho en Perú, donde tienen un problema serio con esto. Una forma de 
atacar esto es ir al flujo de fondos de la minería ilegal, que funciona porque es un gran negocio. 
Entonces, sería como tener un arma más para atacar el problema; no solo se va en contra de la 
actividad en sí sino que también se opera sobre sus fondos y su circuito financiero. Por lo tanto, no nos 
parecía mal que se agregara, ya que es una herramienta más para combatir otro delito. Quizás lo más 
importante es lo otro, pero esto ayuda. 


El capítulo VI, que incluye los artículos 42 a 47, refiere a las medidas cautelares. Destaco que 
aquí se han hecho pocas modificaciones. En el artículo 42 —Universalidad de la aplicación— se 
incorpora lo previsto en el artículo 62.1 del Decreto Ley n.* 14.294, con sus modificaciones. El artículo 
43 —Procedencia- y el artículo 44 —Facultades del tribunal- incorporan lo previsto en los artículos 62.2 
y 62.3 de la norma mencionada. En el artículo 45 —-Recursos- se recoge lo previsto por el artículo 62.4 
del Decreto Ley n.” 14.294 y se agrega que para el caso en que se desconozca el domicilio, la 
notificación se realizará por edictos en el Diario Oficial y en otro diario de circulación nacional. Es una 
modificación para facilitar la notificación. El artículo 46 —Medidas específicas— recoge lo establecido por 
el artículo 62.5 del Decreto Ley n.” 14.294. El artículo 47 —Medidas provisionales— recoge lo previsto 
en el artículo 62.6 del Decreto Ley n.” 14.294 y agrega que, además de lo expresado por el artículo, se 
establece como principio general la enajenación de los bienes que están sometidos a una medida 
cautelar, corran riesgo de deteriorarse, depreciarse o desvalorizarse o cuya conservación irrogue 
perjuicios o gastos desproporcionados a su valor. Se establece, asimismo, que el tribunal competente 
deberá determinar si los bienes se encuentran en dicha situación en el plazo de seis meses de trabado 
el embargo, de modo de proceder conforme a dicho propósito. Aquí hay un problema que se da a nivel 
mundial y por eso hay organizaciones para manejar los bienes decomisados. Muchas veces, por no 
poder venderlos, se generan gastos de mantenimiento, puede haber corrupción, etcétera. El principio 
debe ser que ante esas situaciones, el bien debe ser vendido, aunque debemos aclarar que no se 
puede obligar a vender. En un plazo de seis meses, el tribunal deberá determinar qué hacer con el bien 
si este es perecedero. Es un intento de apurar una cuestión que comparativamente no hacemos bien, 
aunque hemos mejorado a partir de la creación del Fondo de Bienes Decomisados por parte de 
Presidencia de la República, ya que hay más seguimiento de los juicios. Esto llevó a que todos los 
operadores tuvieran claro que no conviene que el bien quede demasiado tiempo sin vender. 


Este capítulo contempla la recomendación 4 del GAFI —decomiso y medidas provisionales— y 
la número 31: facultades de las autoridades de orden público e investigativas. 


El capítulo VIl hace referencia al decomiso. Básicamente, recoge la normativa anterior, 
aunque se agrega alguna mejora para tratar de acelerar los procedimientos. El artículo 48 —Concepto— 
recoge el artículo 63.1 del Decreto Ley n.? 14.294. El artículo 49 —Ámbito objetivo— es el artículo 63.2 
del Decreto Ley n.* 14.294. El artículo 50 —Decomiso por equivalente— incorpora lo previsto en el 
artículo 63.3 del Decreto Ley n.* 14.294. El artículo 51 —-Decomiso de pleno derecho- recoge lo 
previsto en el artículo 63.4 y se agrega un último inciso, que dice: «También operará el decomiso de 
pleno derecho de los bienes que hubiesen sido objeto de medidas cautelares y cuya titularidad no 
correspondiera a ninguno de los imputados en la causa o del producto de su enajenación anticipada, si 
en un plazo de seis meses contados a partir de la notificación de la medida a las personas físicas o 
jurídicas afectadas, no se hubiesen deducido las tercerías correspondientes». Esto es para agilitar el 
funcionamiento de los juzgados. 


El artículo 52 —Ámbito subjetivo- recoge lo previsto en el artículo 63.5 del Decreto Ley n.* 
14.294. 


El artículo 53, Fallecimiento del procesado, recoge lo previsto en el artículo 63.6 del Decreto 
Ley 14.294. 


El artículo 54, Terceros de buena fe, recoge lo previsto en el artículo 64 del Decreto Ley 
14.294. 


El artículo 55, Alegación de un interés legítimo, recoge lo previsto en el artículo 65 del Decreto 
Ley 14.294. 


El artículo 56, Devolución al tercero de buena fe, recoge lo previsto en el artículo 66 del 
Decreto Ley 14.294. 


Hay un artículo nuevo, el 57, Devolución de bienes, que se agrega a efectos de proteger a las 
víctimas de los delitos cuya prevención procura esta norma. Establece que no se procederá al 
decomiso de los bienes, productos o instrumentos incautados que correspondieran a un tercero que 
hubiere resultado perjudicado como consecuencia de la comisión de estos delitos, por lo que se deberá 
devolver los bienes a su titular. Son situaciones especiales de terceros que hubieran resultado 
perjudicados por una maniobra delictiva. 


El artículo 58, Titularidad y destino de los bienes decomisados, recoge lo previsto en el 
artículo 67 del Decreto Ley 14.294, agregando: «Se establece como regla general la enajenación de 
los bienes decomisados, a menos que por su naturaleza ello no resulte posible o se justifique en forma 
expresa la conveniencia u oportunidad de su conservación. Asimismo, se establece que el destino de 
los bienes que se hubieran conservado será determinado por la Junta Nacional de Drogas, previo 
informe fundamentado de la Secretaría Nacional de Drogas y de la Secretaría Nacional para la Lucha 
contra el Lavado de Activos y el Financiamiento del Terrorismo». O sea, la regla general de 
enajenación de bienes también apunta a que los que no sean imprescindibles para el funcionamiento 
de un ente estatal o lo que sea —muchas veces, los bienes decomisados se otorgan a entidades 
estatales que los piden, a veces con razón y otras porque el bien está disponible— es mejor venderlos y 
que ese dinero vuelva al combate del delito o del consumo de drogas y no que el inmueble quede en 
otros destinos no vinculados a la investigación de esos delitos. 


El artículo 59, Reparto de bienes decomisados, se agrega, estableciendo: «Será prioritaria la 
cooperación con otros Estados para lograr el recupero de los bienes involucrados en los delitos de 
crimen organizado trasnacional». Asimismo, se prevé los criterios que se tendrá en cuenta para dicha 
repartición. O sea, este artículo contempla la posibilidad de que en investigaciones transnacionales 
conjuntas con otros Estados se puedan compartir los bienes decomisados en una operación, tanto en 
el Uruguay como en el exterior. Cuando se hacen investigaciones conjuntas de personas de 
determinado país, los bienes recuperados, habitualmente, se comparten —a veces hay más de un país 
involucrado— en función de la colaboración de cada país en la investigación. Este artículo permitiría que 
Uruguay realice ese tipo de acuerdos en casos concretos. 


Pasamos al capítulo VII!), Técnicas especiales de investigación, que comprende los artículos 
60 a 66. Acá prácticamente no tenemos modificaciones. 


El artículo 60, Entrega vigilada, estaba previsto en el artículo 9% de la Ley n.” 17835, con las 
modificaciones. 


El artículo 61, Vigilancias electrónicas, estaba previsto en el artículo 5% de la Ley n.* 18.494. 
En esta disposición se menciona: «Quedan expresamente excluidas del objeto de estas medidas las 
comunicaciones que mantenga el indagado con su defensor,» a lo que agregamos «en el ejercicio del 
derecho de defensa». 


En el artículo 62, Del colaborador, esta figura estaba prevista en la Ley n.” 18.494. 
El artículo 63, Agentes encubiertos, también estaba previsto en la Ley n.* 18.494. 


El artículo 64, Protección de víctimas, testigos y colaboradores, estaba previsto en el artículo 
8.* de la Ley n.* 18.494. 


El artículo 65, Revelación de medidas, corresponde al artículo 9* de la Ley n.* 18.494. 
El artículo 66, Influencia en la actuación, corresponde al artículo 10 de la Ley n.* 18.494. 
De modo que, prácticamente, no hay cambios. 


Estas medidas atienden la recomendación 31 del GAFI, Facultades de las autoridades del 
orden público e investigativas. Quiero destacar que estas técnicas especiales son fundamentales y han 
sido decisivas en muchas investigaciones de crimen organizado que, ciertamente, no hubieran podido 
completarse si los juzgados no hubiesen podido disponer de este tipo de medidas; por eso es 
importante recalcarlo. 


El Capítulo IX, De la cooperación jurídica penal internacional, comprende los artículos 67 a 
76. 


El artículo 67, Solicitudes provenientes de autoridades extranjeras, incorpora lo previsto en el 
artículo 75 del Decreto Ley n.” 14.294. 


En el artículo 68, Requisitos formales de las solicitudes y documentación recibidas, se recoge 
lo previsto en el artículo 76 del Decreto Ley n.* 14,294, 


En el artículo 69, Diligenciamiento de la solicitud, se incorpora lo establecido en el artículo 77 
del Decreto Ley n.* 14.294. 


En el artículo 70, Doble incriminación, se incorpora parte de lo establecido en el artículo 77 
del Decreto Ley n.* 14.294; el resto de dicha disposición se reparte en los artículos siguientes, porque 
era un artículo muy largo y se quiso separar para su mejor comprensión. El artículo 77, entonces, está 
repartido en los artículos 70, 71 y 72; en esas tres disposiciones se recoge el mismo texto que existía. 


En el artículo 73, Prohibición de actuaciones, se incorpora lo previsto en el artículo 78 del 
Decreto Ley n.* 14.294, 


En el artículo 74, Datos insuficientes o confusos, se incorpora lo previsto en el artículo 79 del 
Decreto Ley n.* 14.294, 


En el artículo 75, Extradición, se incorpora lo previsto en el artículo 11 de la Ley n.” 18.494, 


Por último, en el artículo 76, Regulación de eventuales responsabilidades, se incorpora lo 
previsto en el artículo 80 del Decreto Ley n.* 14294, 


Este noveno capítulo, que ya estaba vigente, contempla las recomendaciones de GAFI 
número 37, 38, 39 y 40 referidas a la cooperación internacional. 


Creo que con esto hemos brindado un panorama de la normativa y de las razones de cada 
artículo. 


Como habrán observado los señores senadores, muchos artículos ya estaban, formaban parte 
de la compilación; las novedades están, sobre todo, en el artículo 12, Sujetos obligados no financieros, 
y en los delitos precedentes. Poca cosa más hay que pueda generar discusiones. 


Para cerrar la exposición, simplemente repito que el objetivo primero del sistema antilavado 
es prevenir el crimen organizado y el financiamiento del terrorismo. Esa es nuestra principal obligación: 
que el país atienda o combata lo mejor posible esos delitos para no verse dominado por las mafias 
internacionales. 


El segundo objetivo es de orden político internacional: no quedar en una de esas listas de 
países no cooperadores, lo que podría acarrearnos todo tipo de consecuencias económico financieras. 
De hecho, en la medida en que se pasa a integrar las listas de seguimiento de GAFI, pueden 
producirse problemas con inversiones y demás. Es como una especie de grado inversor pero por el 
lado de la transparencia. Las grandes inversiones del mundo miran el grado de inversión pero también 
la transparencia del país. Eso es como un sello indicador de que el país funciona adecuadamente, 
combate los delitos, tiene un sistema jurídico penal confiable y coopera con el exterior. Esta última 
parte también se mira mucho. En ese sentido, tenemos un desafío que es la próxima evaluación de 
Gafilat, a realizarse a fines de 2018 y durante todo el 2019. A fines de 2018 estaría llegando el primer 
cuestionario. Es un proceso largo, en el que el país presenta sus leyes y estadísticas, entre otras 
cosas, y después, a los dos o tres meses vienen los visitantes, que se entrevistan con todos los 
sectores, incluyendo el Parlamento, para ver el grado de conciencia y de conocimiento de los riesgos y 
cómo se están combatiendo. 


Entonces, como primer paso para esa evaluación tenemos el cumplimiento técnico. Uruguay 
tiene un sistema actualizado en relación con los estándares internacionales y sus riesgos. Es lo que 
hoy mencionaba: puedo no cumplir con alguna recomendación si puedo explicar que no es útil para 
prevenir los riesgos de lavado que tengo. Tampoco tengo por qué tipificar todos los delitos. Pero, en 
general, el cumplimiento técnico tiene que estar presente para poder pasar a la segunda etapa, que es 
la evaluación de la efectividad. En esta cuarta ronda de evaluaciones que está realizando el sistema 
GAFI se está mirando la efectividad. Antes bastaba tener la ley, pero si con ella nunca hubo una 
condena, entonces no funciona. Por lo tanto, las autoridades también tendrán que mostrar 
estadísticas que evidencien que el sistema está detectando y combatiendo el lavado y que está 
quitando los bienes a los delincuentes. En lo personal, vengo de Panamá y puedo decir que en 15 días 
nos reunimos con 160 personas del gobierno y de organizaciones privadas, para tener un panorama de 
todo el país. Además, se revisa absolutamente todo. 


Esta ley, pues, sería el primer paso para poder decir: tenemos las armas legislativas 
necesarias para funcionar; después, lo que debemos hacer es utilizarlas. 


Como dije antes, el delito fiscal tendría que estar, para así tener una evaluación satisfactoria y 
poder defendernos adecuadamente. Unido a eso, es importante que estén los sujetos obligados que 
propusimos, es decir, los contadores por el delito fiscal y los abogados o proveedores de servicios 
societarios, que tendrían que estar mejor supervisados y más incorporados al sistema. 


Esta es la voluntad de la secretaría. Repito, la evaluación de riesgos que hizo el país es una 
guía y concluye en este tipo de medidas. 


Quedamos a las órdenes para contestar las dudas que surjan. Nuestro interés es ayudar en 
este tema. 


SEÑOR CAMY.- Saludamos la presencia de la delegación de la Secretaría Nacional para la Lucha 
contra el Lavado de Activos y el Financiamiento del Terrorismo. 


Hemos escuchado atentamente lo informado. Coincido con los senadores que hablaron 
anteriormente y no vacilo en afirmar que nos alientan los mismos objetivos. Creo que no es 
cuestionable la búsqueda de la prevención del fraude financiero, la defraudación fiscal, y el lavado de 
activos, y de la transparencia en sentido global. 


Tal como señalaba el senador Amorín Batlle, vemos con preocupación lo que en este mismo 
ámbito colegios y asociaciones profesionales del país advirtieron en el sentido de que existirían 
opiniones sólidas de presunta inconstitucionalidad, fundamentalmente respecto al resguardo de los 
instrumentos vinculados al secreto profesional. Lo escuché atentamente y creo advertir que es la 
misma intención y no se pretende vulnerar esto, de manera que alentamos la expectativa y la 
convicción de que es posible —en la propia comisión, y mediando nuevas comparecencias— llegar a una 
redacción común que desvanezca la opinión de estos colegios en cuanto a la afectación del ejercicio 
libre y, obviamente, transparente de la profesión. Nadie debe albergar dudas acerca de que con esta 
normativa estamos encauzando al país en los objetivos que se relataron. 


Optamos por escuchar atentamente y, como norma de trabajo, nos gusta leer con 
posterioridad y detenidamente la versión taquigráfica, por lo que pretendemos no volver a convocarlos, 
porque ello también conspiraría contra el tiempo, que va en beneficio de todos. Pero si, eventualmente, 
nos quedara alguna duda, no descartamos molestar a la delegación para una nueva consulta, que 
también podría tramitarse por escrito. Y lo mismo podría ocurrir en relación con el Colegio de Abogados 
del Uruguay, el Colegio de Contadores Economistas y Administradores del Uruguay y la Asociación de 
Escribanos del Uruguay. 


Reitero, nos queda claro que nadie quiere conspirar contra ninguna de las dos cosas que se 
reivindican. Quiero tener la sensación de que estamos cerca de los objetivos que han sido claramente 
expresados. Por lo tanto, por nuestra parte y en nombre del sector político que representamos, 
queríamos dejar sentada esta opinión porque es el ánimo con el que queremos contribuir a la 
legislación y respaldar la iniciativa que lleva estos objetivos. 


SEÑOR ESPINOSA.- Parte del secreto profesional se estaría levantando —como dice el artículo 7? 
de la Constitución, «por razones de interés general»— en la medida en que una determinada parte de la 
actividad del profesional estaría sujeta a la obligación de reporte. Lo que queremos decir es que la 
parte del secreto profesional que tiene que ver con el derecho de defensa no se puede tocar. Tenemos 
que buscar el equilibrio justo en esa situación. 


SEÑOR CAMY.- Eso me quedó claro. 


Por otro lado, escuché que aludió a más de un país y, en ese sentido, quería decir que una 
pasada sesión de esta comisión, en oportunidad de recibirse a la delegación de la Asociación de 
Escribanos del Uruguay, expresé que tenía información de Canadá como un país que había 
fundamentado fuertemente el resguardo de esos instrumentos necesarios para los notarios, y la 
asociación me lo confirmó. Lo planteé en tono de duda porque me había llegado alguna información en 
el sentido de que ese país lo había hecho, además de Estados Unidos y Australia. Por lo tanto me 
gustaría conocer, en el derecho comparado, los argumentos para mantener eso. Tal vez aquí se pueda 
realizar en la medida en que no conspire contra lo que no queremos. Me quedó claro que en esos 
países no sucedió porque todos los demás aspectos requeridos se cumplían. En definitiva, quiero 
entender que eso no afectaría la aprobación que todos buscamos. Es en esa línea de trabajo que me 
gustaría profundizar un poco más, pero, obviamente, la alocución del doctor ha sido meridianamente 
clara, lo que agradezco mucho. 


SEÑOR ESPINOSA.- Ante todo, debemos tener en cuenta que son países de derecho anglosajón. 


Luego, en el cuadro comparativo que hemos mencionado, se habla de que las 
recomendaciones 22 y 23 se incumplen en Australia, Canadá y Estados Unidos, pero en el resto tienen 
un cumplimiento si no total, por lo menos mejor. Seguramente, en efectividad debe figurar una buena 
mitigación de los riesgos. O sea que el hecho de que el abogado no sea sujeto obligado en ninguna 
circunstancia, no les afecta para combatir los riesgos. Tendrán alguna otra medida o, tal vez, tenga que 
ver con el rol de los abogados en Canadá y Estados Unidos, no lo sé, pero lo que quise trasmitir es que 
en el caso de Uruguay, con nuestro sistema jurídico y el sector de servicios societarios, ha sido, y es en 
la actualidad, un riesgo que tenemos que atacar. No digo que sea imposible, pero me parece muy difícil 
de atacar sin involucrar al proveedor del servicio. 


Me adelanto a decir que no creo que los grandes estudios con los que nos estamos 
reuniendo, no estén de acuerdo en que lleguemos a un consenso, porque nunca lo han planteado 
como inconstitucional, sino que lo que buscan es que definamos los límites de la actividad y aquellos 
casos en los que son sujetos obligados y los que no. 


Haremos un esfuerzo en ese sentido. La idea es que, tal como ha sido tradicional en el 
Uruguay, esta ley sobre lavado de activos sea aprobada por unanimidad. No tiene sentido que si 
estamos todos de acuerdo en buscar una solución para el país, hayan inconvenientes para llegar a un 
texto consensuado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera informar a la delegación sobre un aspecto relacionado con este 
trabajo. 


Con nuestro equipo de asesores, hemos elaborado una propuesta —que entregaremos a los 
invitados—, concretamente, un artículo para que sea incluido en el proyecto de ley sobre lavado de 
activos. Este artículo contiene una norma de transparencia que ya hemos dado a conocer en virtud de 
que hemos logrado que muchos de los actores de los partidos de la oposición lo compartan. 


Concretamente, el artículo dice que el presidente y vicepresidente de la república, los 
senadores y representantes, los ministros y subsecretarios de Estado y los directores de secretaría —se 
podrán agregar otros cargos—, no podrán ser accionistas beneficiarios finales, ni tener ningún tipo de 
vinculación con sociedades comerciales domiciliadas en jurisdicciones de nula o baja tributación 
mientras se desempeñan en el cargo público. 


Como fundamentación, entendemos que los gobernantes deben trasmitir transparencia, sin 
ningún lugar a dudas. Esta es la idea que se aborda en el proyecto de ley que estamos considerando. 
Entiendo que aquellos gobernantes que poseen competencia en la política tributaria no deben tener 
ningún tipo de vinculación con sociedades comerciales ubicadas en los llamados paraísos fiscales. 


Por otra parte, es conocido que el lavado de activos proveniente del narcotráfico, la trata de 
personas y el financiamiento del terrorismo, generalmente se ubica en esas jurisdicciones de nula o 
baja tributación. 


También se ha dicho que las jurisdicciones a las que hemos hecho referencia tienen 
características de opacidad tributaria. 


Por lo tanto, es menester que los gobernantes, en el ejercicio del mando público que les 
corresponda, no tengan ninguna vinculación con ese tipo de sociedades comerciales. 


Cabe destacar que la norma proyectada está comprendida dentro de los alcances de lo 
dispuesto por el artículo 126 de la Constitución de la República. 


Por supuesto, les entregaré una copia de esta propuesta para que ustedes puedan analizar 
dónde sería más adecuado incluirlo, a los efectos de la unidad del texto del proyecto de ley. Este texto 
fue remitido por la secretaría y lo queremos respetar; posteriormente, será distribuido a los demás 
integrantes de la comisión. 


SEÑOR ESPINOSA.- Para el proyecto es prioritario, de modo que estamos a las órdenes para venir 
todas las veces que sea necesario. 


SEÑOR LORIER.- Simplemente, quiero felicitar al equipo que hoy no visita y decir que le hacen honor 
a su antecesor, Carlos Díaz que, seguramente, dio parte de su vida en el esfuerzo para que esto se 
pudiera concretar. 


Nosotros hemos escuchado con mucha atención la exposición y felicitamos también a la 
presidencia de la comisión por el carácter que le dio al tratamiento del proyecto en el sentido de ir 
artículo por artículo, pues nos ayuda muchísimo para poder después hacer el estudio más rápido y, si 
se quiere, científico de la ley. 


También quiero decir que hemos estado participando en instancias anteriores, hemos recibido 
las reservas u opiniones de los distintos actores que, las comprendemos, pero nosotros sostenemos 
que hay un interés superior que está por encima de cualquier interés particular, que es el interés de la 
nación que como bien se señaló acá, es lo que se pretende respaldar y preservar. 


Lo que sí quiero decir con respecto a quienes, a veces, nos exigen estas tan exhaustivas 
medidas —que nosotros compartimos— es que no son los mejores ejemplos para tales exigencias y 
tendrían que mirarse un poco a sí mismos antes de venir a compelernos con este tipo de rigurosidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La comisión no se va a tomar el plazo de 30 días, al que nos conmina el 
querido senador Amorín. Nosotros queremos aprobar este proyecto de ley, el Gobierno está firme en 
este sentido, la bancada de Gobierno va a ser informada tanto por quien habla como por los señores 
senadores Pintado y Lorier. Como mucho, en doce días lo estaremos haciendo. 


Quiero decir que esta jornada de hoy fue muy productiva para esta comisión y, en lo personal, 
muy decisiva, porque hemos tenido un intercambio telefónico con nuestros invitados a los efectos de 
analizar las diferentes presencias y lo que ha originado cada una de ellas. 


Además, creo que estamos cumpliendo con el programa —así lo hablamos con la secretaría— 
que nos hemos prometido, porque le dimos entrada al proyecto de ley en diciembre —luego de la 
Rendición de Cuentas, pese a que había entrado en octubre—, pasó el receso y en marzo pusimos 
manos a la obra y comenzamos a analizarlo y estamos cumpliendo los plazos. Hay tantas comisiones 
aquí en el Senado que del 1” al 18 de cada mes no hay disponibilidad para sesionar y por ello lo 
hacemos del 18 en adelante. 


Agradecemos todos los aportes que han hecho los invitados, nos tomamos ese breve plazo y 
seguimos en contacto hasta promover el pasaje a sala de este importante proyecto de ley que el Poder 
Ejecutivo ha enviado. 


No habiendo más asuntos a considerar, se levanta la sesión. 


(Son las 16:08). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


